
LEYES Y DIVERSIDAD
La ONU y la CIDH (Comisión Interamericana de Derechos Humanos) establecen que 
la orientación sexual y la identidad de género son categorías protegidas. Los Estados 
tienen la obligación de prevenir la violencia y garantizar que nadie viva con miedo por 
ser quien es.

En México, la Constitución (Art. 1º) prohíbe explícitamente la discriminación por 
preferencias sexuales. La SCJN (Suprema Corte de Justicia de la Nación) cuenta con 
protocolos de actuación obligatorios para que jueces y autoridades garanticen el libre 
desarrollo.
RETOS
Discriminación: En México, millones de personas 
LGBTI+ han reportado haber sido víctimas de 
discriminación. Los principales obstáculos 
ocurren en el acoso escolar, la negación de 
servicios médicos y la exclusión laboral.

Salud: El 26.0% de la población LGBTI+ reportó 
que se le negó atención médica o recibió un 
trato indigno en servicios de salud.

Trabajo: El 28.1% reportó haber vivido algún 
acto de discriminación en el ámbito laboral 
(desde negación de empleo hasta despidos 
injustificados).

Seguridad: El 44.8% de la población LGBTI+ 
manifestó que se siente insegura en el transporte 
público y espacios comunes debido a su 
identidad.

Cifras de violencia: La violencia letal sigue siendo 
el reto más crítico; algunos informes documentan 
que la mayoría de los crímenes de odio en contra 
de personas LGBTI+ en el país tienen como 
víctimas principales a las mujeres trans.

Es fundamental reconocer que estos delitos 
no son crímenes comunes; son crímenes por 
prejuicio que buscan enviar un mensaje de 
miedo a toda la comunidad.

Contar con protocolos de justicia y registros 
estadísticos claros es la única forma de combatir 
la impunidad. La visibilidad estadística y jurídica 
no es solo un número: es la base para exigir 
seguridad y garantizar que todas las personas 
puedan habitar una sociedad en paz y con 
justicia.


